
C.A. de Santiago

Santiago, doce  de enero de dos mil veintitr s.é

A los folios 15y 16, a todo, t ngase presente.é

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO: Que  comparece  Muriel  Letelier  Briones, 

abogada,  en  presentaci n  de  ó Juan  Pablo  Wurth  Gatica , 

chileno,  casado,  administrador  p blico,  interponiendo  recurso  deú  

protecci n en contra de la Subsecretaria de Prevenci n del Delitoó ó  

Santiago  Centro,  representada  por  Eduardo  Vergara  Bolbar n,á  

ambos  domiciliados  en  Agustinas  N  1232,  Santiago  Centro,°  

comuna y ciudad de Santiago, por las consideraciones de hecho y 

de derecho que expone. 

Explica que con fecha 22 de abril del a o 2022, el recurrenteñ  

fue  notificado  de  la  Resoluci n  Exenta  N  119302/95/2022,  deó °  

fecha 21 de abril del a o 2022, de la Subsecretaria de Prevenci nñ ó  

del Delito, por la cual se pon a t rmino anticipado a la designaci ní é ó  

de  contrata,  a  contar  de  la  tramitaci n  del  referido  actoó  

administrativo, por no ser necesario sus servicios. Asimismo, se le 

entreg  una carta de cobranza por la suma de $579.704, por losó  

d as que restaban desde el 23 de abril  al 30 de abril,  ya que suí  

remuneraci n del mes de abril hab a sido ya pagada por los 30 d as.ó í í  

Afirma que en el acto administrativo que le puso t rmino a laé  

contrata del recurrente se advierte una falsa motivaci n, haciendoó  

presente que ha trabajado por m s de 3 a os, 11 meses y 15 d as,á ñ í  

con una carrera funcionaria intachable, con excelente hoja de vida y 

calificaciones  de  excelencia,  por  lo  que  el  acto  carece  de 

razonabilidad,  actuando  la  recurrida  de  forma  arbitraria  y 

caprichosa. 
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Luego, explica el programa Sello de Seguridad, programa que 

el  recurrente coordinaba,  dando cuenta la  cantidad de cursos  de 

capacitaci n  que  se  realizaron  y  el  n mero  de  funcionarios  queó ú  

participaron. 

A  continuaci n,  se  refiere  al  desarrollo  profesional  deló  

recurrente,  dando  cuenta  de  su  formaci n  laboral  y  acad mica,ó é  

destacando  que  ste  contar a  con  una  amplia  trayectoria  ené í  

instituciones p blicas y privadas.ú

En cuanto a las  consideraciones  de derecho,  indica  que la 

Resoluci n Exenta de fecha 21 de abril del a o 2021, adolece deó ñ  

motivaci n,  cuyo fundamento  legal  se  encuentra  contenido en eló  

art culo  11  de  la  Ley  N  19.880,  que  consagra  el  principio  deí °  

imparcialidad, pues el puesto de trabajo existe, el funcionario tiene 

buenas  calificaciones  y  cumple  el  perfil  del  cargo  para  el  que 

aparece contratado. 

Adicionalmente,  indica  que  el  acto  recurrido  vulnera  la 

confianza leg tima del funcionario, quien durante 3 a os 11 meses yí ñ  

15 d as se le renov  continuamente su contrata y ese a o contabaí ó ñ  

con  una  resoluci n  que  renovaba  su  contrata  hasta  el  31  deó  

diciembre del a o 2022. Sobre este punto, indica que el recurrenteñ  

tiene  confianza  leg tima  bajo  la  propia  interpretaci n  de  laí ó  

Contralor a General de la Rep blica que cita al efecto. í ú

En lo que dice relaci n con las garant as vulneradas, refiereó í  

que los hechos descritos en su recurso importan la afectaci n deló  

derecho consagrado en el N  2 del art culo 19 de la Constituci n° í ó  

Pol tica, tanto en lo adjetivo y lo sustantivo. Asimismo, afirma laí  

vulneraci n al derecho contenido en el N  16 del referido art culo,ó ° í  

esto es,  el  derecho a libre  contrataci n  y a la  libre  elecci n deló ó  
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trabajo. Finalmente, denuncia la infracci n al derecho contenido enó  

el  N  24 del  art culo  19 de la  Constituci n  Pol tica,  esto  es,  el° í ó í  

derecho a la propiedad, desde que cesaron sus beneficios legales y 

reglamentarios mediante actos absolutamente arbitrarios e ilegales.

Solicita,  que  se  acoja  el  presente  recurso  y  declarar  como 

contraria a derecho la actuaci n de la recurrida por medio de laó  

cual se le puso t rmino a su contrata, que arbitrariamente lo haé  

privado  de  su  trabajo  y  por  ende  lo  ha  privado  de  sus 

remuneraciones,  ordenando  restablecer  el  imperio  del  derecho 

quebrantado,  dejando  sin  efecto  la  Resoluci n  Exenta  Nó ° 

119302/95/2022 de fecha 21 de abril del a o 2022, por carecer deñ  

motivaci n, obligando a la recurrida a mantener vigente su contrata,ó  

pag ndole  ntegramente  las  remuneraciones  y  dem s  beneficiosá í á  

laborales mes a mes, ordenando se reincorporaci n, con costas. ó

SEGUNDO:   Que  comparece  Daniela  Francisca  Ca asñ  

Castro,  abogado,  Jefa de la  Divisi n  Jur dica  y Legislativa  de laó í  

Subsecretar a  del  Delito  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridadí  

P blica,  en  representaci n  de  la  referida  entidad,  evacuandoú ó  

informe, solicitando el rechazo del recurso de protecci n interpuestoó  

en contra de su representada. 

En primer lugar, se ala que la decisi n de la autoridad noñ ó  

vulnera el principio de la confianza leg tima, pues la administraci ní ó  

tiene  la  facultad  de  ponderar,  para  cada  caso,  entre  el  inter sé  

particular  en la  conservaci n  del  acto que designa contrata  o eló  

inter s general en caso de cese, por lo que la confianza leg tima soloé í  

ser  digna de protecci n cuando el peso de los intereses de quiená ó  

alega su defraudaci n sea superior al de los intereses generales queó  

se pretenden satisfacer. 
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Sobre este punto indica que el acto que le puso t rmino a laé  

contrata  se  encuentra  motivado,  pues  explicita  la  raz n  de  laó  

desvinculaci n,  cual  es  la  reformulaci n  del  Programa  Sello  deó ó “  

Seguridad ,  en  particular  a  la  conformaci n  de  un  equipo  de” ó  

profesionales con especializaci n en Dise o Urbano y, por ende, a laó ñ  

necesidad de un perfil profesional diferente para realizar las labores 

que ven a ejerciendo el recurrente, por lo que sus servicios ya noí  

son  necesarios,  por  lo  que  la  resoluci n  recurrida  se  encuentraó  

conforme a derecho. 

En segundo lugar,  se refiere a las  cuestiones de fondo que 

fundamentan el rechazo de la presente acci n de protecci n. Sobreó ó  

este punto indica que la acci n de protecci n no ser a la v a m só ó í í á  

id nea para los fines perseguidos por el actor, dada la naturalezaó  

cautelar de la acci n entablada y por no constituir una instanciaó  

declarativa de derechos, por lo que sugiere la posibilidad de iniciar, 

conforme  al  C digo  del  Trabajo,   un  procedimiento  de  tutelaó  

laboral  contenido  en  los  art culos  485  y  siguientes  del  referidoí  

cuerpo legal,  pues de otra forma su representada quedar a en laí  

indefensi n quebrant ndose las normas del debido proceso ya queó á  

los  hechos  a  los  que  hace  referencia  el  recurrente  requieren  ser 

probados en el procedimiento laboral respectivo. 

Afirma  que  no  se  ha  incurrido  ni  en  ilegalidad  ni  en 

arbitrariedad al poner t rmino anticipado a la contrata, pues el actoé  

reclamado se fundamenta en un hecho objetivo, cual es la decisi nó  

de la  autoridad de reformular  el  Programa Sello  de Seguridad“ ” 

donde se desempe aba el recurrente y a la necesidad de contar conñ  

un perfil profesional determinado., dando cuenta que se realiz  unaó  

labor de revisi n y de necesidad, a corto y mediano plazo, por loó  
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que se trat  de una decisi n ponderada, lo que excluye la ilegalidadó ó  

o arbitrariedad. 

Con el fin de contextualizar la afirmaci n anterior, describe eló  

objetivo del  Programa Sello  de seguridad,  el  que tendr a por finí  

entregar competencias t cnicas a entidades p blicas-privadas y de laé ú  

sociedad civil  para aplicar herramientas y metodolog a de Dise oí ñ  

Urbano Seguro orientadas  a mitigar los factores de riesgos en el 

entorno f sico  creado que sean  efectivas  para  la  disminuci n  delí ó  

delito y la violencia presente en los territorios,  haciendo presente 

que la reformulaci n del mencionado programa implica un procesoó  

de instalaci n y consolidaci n del programa por los a os siguientes,ó ó ñ  

lo que conlleva mejoras tanto de contenido, beneficiaros y cobertura 

y conformaci n de un equipo o dupla socio-t cnica para incorporaró é  

la tem tica de la prevenci n comunitaria. As , afirma que el trabajoá ó í  

que desempe aba el recurrente requiere ser asumido por un equipoñ  

o dupla de trabajo con competencias t cnicas espec ficas en materiaé í  

de prevenci n situacional y expertiz en seguridad publica tanto en eló  

mbito  comunitario  como  en  la  sociedad  civil,  por  lo  que  elá  

recurrente no cumplir a con el perfil profesional requerido toda vezí  

que  su  formaci n  acad mica  de  administrador  p blico  y  dem só é ú á  

diplomas de formaci n no se relaciona con los fines del programa,ó  

teniendo a su haber  solo  un  curso b sico  general   sobre  dise oá ñ  

urbano seguro al igual que otros funcionarios de la subsecretar a deí  

prevenci n del delito, por lo que no es elemento diferenciador. ó

En  cuanto  a  las  garant as  fundamentales  que  se  dicení  

vulneradas, sostiene que la autoridad no ha vulnerado la garant a deí  

igualdad  ante  la  ley  ni  la  prohibici n  de  establecer  diferenciasó  

arbitrarias, pues el fundamento del acto administrativo tiene como 
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raz n la reformulaci n que ha de realizarse al Programa Sello deó ó  

Seguridad  y  la  definici n  de  personal  id neo  para  las  funcionesó ó  

relacionadas con la ejecuci n del programa, lo que es una raz nó ó  

objetiva y  veraz.   En lo  que  dice  relaci n  con la  garant a  a  laó í  

libertad de trabajo y su protecci n, reitera que la raz n de ser deló ó  

cese del v nculo es un hecho objetivo que implica la decisi n de laí ó  

autoridad de reformular el programa en base a las facultades que la 

autoridad  tiene  para  administrar  en  raz n  de  los  principios  deó  

eficiencia  y  eficacia  que  guiaron  el  actuar,  lo  que  escapa  a  la 

arbitrariedad. Finalmente,  en cuanto a la vulneraci n de la garant aó í  

contenida en el N  24 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica,° í ó í  

hace  presente  que  no  es  posible  entender  que  las  personas  que 

desarrollan  funciones  p blicas  tengan  un  derecho  de  propiedadú  

sobre stas,  puesto que las labores que en definitiva desempe an,é ñ  

son propias del Estado, cuya finalidad es el bien com n, por lo queú  

mal podr a pretenderse propiedad sobre ellas, no menos derechosí  

derivados de la misma. 

Solicita,  por  tanto,  el  rechazo  de  la  acci n  de  protecci nó ó  

impetrada por el recurrente en todas sus partes. 

TERCERO: Que,  como  reiteradamente  se  ha  venido 

sosteniendo, el Recurso de Protecci n de garant as constitucionales,ó í  

establecido  en  el  art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica,  constituye  jur dicamente  una  acci n  de  naturalezaú í ó  

cautelar,  destinada a amparar el libre ejercicio de las garant as yí  

derechos preexistentes que en esa misma disposici n se enumeran,ó  

mediante la adopci n de medidas de resguardo que se deben tomaró  

ante un acto u omisi n arbitraria o ilegal que impida, amague oó  

moleste ese ejercicio, resultando, entonces requisito indispensable de 
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la acci n, un acto u omisi n ilegal   esto es,  contrario a la ley,ó ó –  

seg n el concepto contenido en el art culo 1  del C digo Civil  oú í ° ó –  

arbitrario  producto del mero capricho de qui n incurre en l  y– é é –  

que  provoque  algunas  de  las  situaciones  o  efectos  que  se  han 

indicado, afectando a una o m s de las garant as protegidas.á í

CUARTO: Que, para la resoluci n de la presente acci nó ó  

constitucional, es del caso tener presente que, de conformidad a la 

Ley N  18.834 sobre el Estatuto Administrativo, los empleados de la°  

Administraci n del Estado se clasifican en empleados de planta  oó “ ”  

empleados a contrata ,  y que la diferencia esencial radica en la“ ”  

permanencia de las funciones de los primeros y en la transitoriedad 

de los segundos, de conformidad a lo dispuesto en su art culo 3í ° 

letra c), que define el empleo a contrata como aquel de car cter“ á  

transitorio que se consulta en la dotaci n de una instituci n . Enó ó ”  

este sentido, el art culo 10  de la Ley, dispone que los empleados aí ° “  

contrata durar n, como m ximo, s lo hasta el 31 de diciembre deá á ó  

cada a o y los empleados que los sirvan expirar n en sus funcionesñ á  

en esa fecha, por el s lo ministerio de la ley, salvo que hubiere sidoó  

propuesta la pr rroga con treinta d as de anticipaci n a lo menos .ó í ó ”  

En armon a con el  precepto anterior,  el  art culo 146 letra f)  delí í  

mismo texto legal, se ala que el funcionario cesar  en el cargo porñ á  

el  t rmino del  per odo legal  por  el  cual  ha sido designado y elé í  

art culo 153 dispone que produce la inmediata cesaci n de funcionesí ó  

el t rmino del per odo legal por el cual es nombrado el funcionarioé í  

o el cumplimiento del plazo por el cual es contratado.

QUINTO: Que, la expresi n mientras sean necesarios susó “  

servicios , est  en armon a con el car cter transitorio que tienen los” á í á  

empleos a contrata, que seg n se ala el art culo 3  de la Ley Nú ñ í ° ° 
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18.834, contienen impl cita la facultad de la autoridad para ponerí  

t rmino a las funciones del empleo a contrata incluso antes de laé  

fecha m xima de su vigencia. En efecto, la autoridad administrativaá  

puede ponerle t rmino en el momento que estime conveniente, aé  

trav s de un acto fundado, lo que ha ocurrido en la especie respectoé  

de la  recurrente,  toda vez,  que teniendo a la  vista  la  resoluci nó  

impugnada, puede constatarse que ella expresa los motivos que se 

tuvieron en cuenta para la adopci n de la decisi n, indicando losó ó  

antecedentes de hecho y de derecho en que se sustentan.

SEXTO: Que, de todo lo expresado, no es posible formar el 

convencimiento  que  la  recurrida  haya  incurrido  en  actos  u 

omisiones arbitrarias o ilegales que permitan a esta Corte adoptar 

alguna medida de resguardo a favor de la recurrente, ni es posible 

advertir la vulneraci n que se denuncia a los numerales 2 , 16  yó ° º  

24  del  art culo  19  de  la  Carta  Fundamental,  al  constatarse  la° í  

inexistencia de un comportamiento antijur dico atribuible al actuarí  

de la recurrida, lo que resulta suficiente para desestimar la acci n deó  

protecci n.ó

S PTIMO:É  Que,  adem s  de  lo  expresado,  no  cabeá  

examinar  por  esta  v a  la  justificaci n,  m rito  o  conveniencia  ení ó é  

t rminos  de  la  contrataci n,  porque  tales  extremos  exceden  elé ó  

prop sito de una acci n cautelar o de tutela de urgencia y porqueó ó  

en  los  t rminos  que  viene  propuesta  la  acci n  constitucional  seé ó  

traducir a  en  la  pretensi n  de  que  esta  Corte  sustituya  a  laí ó  

Administraci n en gesti n de sus recursos.ó ó

Por estas consideraciones, y de conformidad, adem s, a lo queá  

dispone el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica yí ó í ú  

Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre la materia, se 
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rechaza  el  recurso de protecci n interpuesto en favor de  ó Juan 

Pablo  Wurth  Gatica ,  en  contra  de  la  Subsecretaria  de 

Prevenci n del Delito Santiago Centro.ó

 Reg strese,  comun quese y arch vese.í í í

N°Protecci n-72847-2022ó .
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Pronunciado por la Quinta Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por Ministro Juan Cristobal

Mera M., Ministra Suplente Maria S. Jorquera B. y Abogada Integrante Paola Herrera F. Santiago, doce de enero

de dos mil veintitrés.

En Santiago, a doce de enero de dos mil veintitrés, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 11 de Septiembre de 2022, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl.
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